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RECURSO DE REVISIÓN  292/2017-1

COMISIONADO PONENTE: 

MTRO. ALEJANDRO LAFUENTE TORRES

PROYECTISTA: 

ÓSCAR VILLALPANDO DEVO

MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

ENTE OBLIGADO:

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ y otrOS SUJETOS OBLIGADOS

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 21 veintiuno de agosto de 2017 dos mil diecisiete. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00287717 cero, cero, doscientos ochenta y siete mil setecientos diecisiete, el 7 siete de mayo de 2017 dos mil diecisiete la UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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Descripcién de la solicitud de informacién

[DE CONFORMIDAD CON LA LEY DE TRANSPARENCIA DEL ESTADO Y LA
|GENERAL DEL PAIS SOLICITO LA INFORMACION PUBLICA CON SUSTENTO
[DOCUMENTAL, GRATUITO Y DE CARACTER OBLIGATORIO REFERENTE A EL
(No hay archivo adjunto)
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Archivo adjunto de la solicitud
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DE CONFORMIDAD CON LA LEY DE TRANSPARENCIA DEL ESTADO Y LA GENERAL DEL PAIS SOLICITO LA INFORMACION PUBLICA CON SUSTENTO DOCUMENTAL, GRATUITO Y DE CARACTER OBLIGATORIO REFERENTE A EL CONCURSO DE OPOSICION PARA OCUPAR UNA PLAZA COMO MAESTRO DE LUIS GERARDO ALDACO ORTEGA O EN SU CASO TODA LA DOCUMENTACION REFERENTE AL PROCESO DE SELECCION DEL MISMO PARA IMPARTIR CLASES EN LA FACULTAD DE DERECHO DE AGOSTO A DICIEMBRE 2016 Y DE ENERO A JULIO 2017 (SEMESTRE ACTUAL EN CURSO) Y SI ES EL CASO SEÑALE EL DIRECTOR DE LA FACULTAD, EL RECTOR O CUALQUIER RESPONSABLE DE SEÑALAR POR QUE NO EXISTE DOCUMENTACION PARA QUE ALDACO ORTEGA IMPARTA CLASES


SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 24 veinticuatro de mayo de 2017 dos mil diecisiete el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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En atencion a la solicitud de informacion, me permito hacer de su conodimiento que la misma se encuentra disponible en medios
electronicos, por lo que puede consultaria en este sistema. NOTA: La informacion puede venir en archivo adjunto, favor de
verificarla. Gracias por ejercer su derecho a la informacion

Descripcion de la respuesta terminal En atenddn a su solicitud realizada Via plataforma nacional de transparencia el

|08 de mayo del 2017, se envia a manera de notificacion en archivo adjunto en
[formato PDF, oficio de respuesta emitido por la Facultad de Derecho No.

Archivo adjunto de respuesta terminal
roaad M SomE Rikidloo: exp 788-TA15.1-096-2017.pdf
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En atención a su solicitud realizada vía plataforma nacional de transparencia el 08 de mayo del 2017, se envía a manera de notificación en archivo adjunto en formato PDF, oficio de respuesta emitido por la Facultad de Derecho No. 194/Dirección/17, con fecha de 23 de mayo del 2017, el cual da respuesta a su solicitud de información, folio PNT 00287717.

UNIDAD DE ENLACE, TRANSPARENCIA E INFORMACIÓN  DE LA UASLP

Álvaro Obregón # 64 Col. Centro CP 7800 - enlace@uaslp.mx
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TERCERO. Interposición del recurso. El 5 cinco de junio de 2017 dos mil diecisiete, mediante registro PF00006517 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión en contra de la respuesta a su solicitud de acceso a la información pública mencionada en el punto anterior, mismo que ese día quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. 
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 5 cinco de junio de 2017 dos mil diecisiete la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que por razón de turno, tocó conocer a la ponencia del MTRO. Alejandro Lafuente Torres por lo que se le mandó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 7 siete de junio de 2017 dos mil diecisiete el Comisionado Ponente:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-292/2017-1 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como entes obligados a la UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ –en adelante UASLP– a través de su RECTOR, del TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA y del DIRECTOR DE LA FACULTAD DE DERECHO.
· Se le tuvo al recurrente por señalado dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo en ese auto el ponente expresó que el sujeto obligado por conducto del servidor público que compareciera debería acreditar su personalidad con el apercibimiento que, en caso de no hacerlo, sus manifestaciones no podrían ser tomadas en cuenta al momento de emitir la resolución correspondiente. 

Por otra parte, el ponente hizo saber a las partes que, una vez que fuera decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

Además, apercibió a los sujetos obligados que en caso de ser omiso en manifestar lo que a su derecho convenga se aplicarían su contra la medida de apremio prevista en el artículo 190, fracción I de la Ley de Transparencia.

También, hizo saber al recurrente que tenía expedito su derecho para oponerse a la publicación de sus datos personales.

SEXTO. Informe de los sujetos obligados y auto de ampliación del plazo para resolver el presente recurso. Por proveído del 26 veintiséis de junio 2017 dos mil diecisiete el ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibido el oficio firmado por el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por rendido en tiempo y forma sus alegaciones.

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por señalado persona y domicilio para oír y recibir notificaciones.

· Por solicitada la audiencia y, por señalada fecha y hora para la celebración de la misma.

Por último, el ponente en cumplimiento a los acuerdos de Pleno CEGAIP-198/2016 y 199/2016 del día 14 catorce de julio, amplió el plazo para resolver el presente asunto.

SÉPTIMO. Cierre de instrucción. Por auto del 10 diez de julio de 2017 dos mil diecisiete el ponente de acuerdo a la acta levantada el 30 treinta de junio de ese año, tuvo al sujeto obligado como el único que compareció a dicha audiencia. 

Por lo que toca la parte recurrente, se le tuvo por omiso en realizar las manifestaciones que a su derecho convino.

Para concluir, el ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que el recurrente se inconforma por la  respuesta a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Legitimación. El recurrente se encuentra legitimado para interponer el recurso de revisión, ya que fue él quien presentó la solicitud de acceso a la información pública y la respuesta a ésta es precisamente a aquél quien le pudiera deparar perjuicio.
CUARTO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 24 veinticuatro de mayo de 2017 dos mil diecisiete el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 25 veinticinco de mayo al 14 catorce de junio del presente año. 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 27 veintisiete y 28 veintiocho de mayo, así como los días 3 tres, 4 cuatro, 10 diez y 11 once de junio. 

· Consecuentemente si el 5 cinco de junio de este año el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, resulta claro que es oportuna su presentación.  


QUINTO. Certeza del acto reclamado. Es cierto lo que se le reclama a los entes obligados en virtud de que el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA del sujeto obligado así lo reconoció en el informe que rindió ante esta Comisión de Transparencia.


Lo mismo sucede para el RECTOR de la UASLP y el DIRECTOR DE LA FACULTAD de DERECHO, es decir, se les tiene por cierto lo que se les reclama en virtud de que respecto al primero la solicitud de acceso a la información pública fue dirigida en la Plataforma Nacional de Transparencia a la UASLP y respecto del segundo la respuesta a dicha solicitud fue dada por éste. 


SEXTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada.


En la especie, el sujeto obligado cuando rindió ante esta Comisión de Transparencia sus alegaciones expresó lo siguiente:
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Dichas causales de improcedencia del sujeto obligado son infundadas.

En primer lugar, y sobre la primera manifestación del sujeto obligado en el sentido de que el recurrente amplió su solicitud de acceso a la información pública, ya que se refiere a una licencia por parte de Juan Mario Solís Delgadillo.


Dicha aseveración es infundada, dado de que el solicitante y ahora recurrente, de su solicitud génesis de este asunto y en donde pidió en esencia, la documentación sobre el concurso por oposición para ocupar una plaza como maestro Luis Gerardo Aldaco Ortega o en su caso,  la documentación referente al proceso de selección del mismo para impartir clases en la facultad de derecho de agosto a diciembre de 2016 dos mil dieciséis y de enero a julio 2017 de dos mil diecisiete y, en la respuesta el DIRECTOR DE LA FACULTAD DE DERECHO le contestó que aquél ingresó como profesor visitante honorifico ya que suple de manera interina la materia asignada a Juan Mario Solís Delgadillo, profesor investigador de tiempo completo.

Así, en sus motivos de inconformidad y sobre lo anterior el recurrente adujo:

SOLICITADO DOCUMENTACION DE LOS PROCESOS INTERNOS QUE REALIZA LA UASLP, SOLICITE INFORMACION REFERENTE AL PROCESO DE CONTRATACION DE LUIS GERARDO ALDACO ORTEGA. LA FACULTAD DE DERECHO REPORTA QUE NO SE GENERA DOCUMENTACION AL RESPECTO MAS CONFORME A DERECHO Y DESPRENDIDO DEL OFICIO 194/DIRECCION/17 SUSCRITO POR EL DIRECTOR DE LA FACULTAD DE DERECHO EL SUSODICHO ALDACO ORTEGA SUPLE AL DR. JUAN MARIO SOLIS DELGADILLO, LO QUE SUPONDRIA QUE EL DR. SOLIS DELGADILLO DEBERIA SOLICITAR UNA LICENCIA POR UN SEMESTRE, MISMA QUE DEBERA ESTAR Y CONSTAR POR ESCRITO Y AUTORIZADA SEGUN LA NORMATIVA DE LA UASLP POR EL RECTOR O EL JEFE DE RECURSOS HUMANOS O SU EQUIVALENTE.

Como se observa, el recurrente hace suposiciones sobre lo que debe ser en relación con la respuesta que se le proporcionó, empero, no solicita de manera determinante documento o información alguna sobre la licencia de Juan Mario Solís Delgadillo que el solicitante aduce que se debe de generar. Esto es que el recurrente hace manifestaciones sobre lo qué debe ser, de acuerdo a él, empero, no que mediante el recurso haya solicitado como el sujeto obligado lo refiere algún documento alguno o bien, que haya ampliado su solicitud de acceso a la información pública.
Por lo anterior se no está en presencia de la causal de improcedencia prevista en la fracción VIII, del artículo 179
 de la Ley de Transparencia.

En segundo término porque como ya quedó visto el ahora recurrente no pidió licencia alguna y, por lo tanto, esta Comisión de Transparencia al analizar los agravios del recurrente no aprecia, porque no existe, que el recurrente se inconforme sobre la veracidad de la información, ya que, no cabe en lógica que el recurrente se inconforme de la veracidad de la información como lo aduce el recurrente sobre información que, no ha recibido, es por tanto que tampoco se actualiza las causales de improcedencia previstas en la fracción IV, del artículo 179
 de la Ley de Transparencia citado. 
Así pues, en el caso no prosperaron las causales invocadas por la autoridad.


SÉPTIMO. Sobreseimiento. Dicha figura del sobreseimiento es la resolución por parte de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública de carácter definitivo porque pone fin al procedimiento sin resolver las cuestiones de fondo, es decir, porque se haya actualizado alguno de los supuestos que establece el artículo 180 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado y dicho sobreseimiento puede ser de todo o parte del recurso. 

En el caso, esta Comisión de Transparencia advierte que se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en el artículo 180, fracción IV, relacionado con el artículo 179, fracción IV, de la Ley de Transparencia, mismos que establecen que:

ARTÍCULO 180. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos:

[…]

IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos del presente Capítulo.

ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando:

[…]

IV. No actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 167 de la presente Ley;


Así, el recurso será sobreseído, cuando, una vez admitido, aparezca alguna causal de improcedencia, que es cuando no se actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 167 de la Ley de Transparencia.


Es por ello, que para sobreseer el recurso de revisión se debe de acreditar:

· Que se admita el recurso y,

· Que es cuando no se actualice alguno de los supuestos previstos en el artículo 167 de la Ley de Transparencia.


Así pues, el primero de los supuestos está acreditado en virtud de que, como ya también quedó visto en el resultando quinto, el 7 siete de junio de este año, el ponente en el presente asunto admitió el recurso que nos ocupa.


Ahora, por lo que toca al segundo de los supuestos, éste también está acreditado, ya que la recurrente en sus motivos de inconformidad expresó que:

a) Que solicitó información referente al proceso de contratación de Luis Gerardo Aldaco Ortega y que la facultad de derecho reportó que no se generó documentación al respecto y que conforme a derecho y desprendido del oficio 194/Dirección/17 suscrito por el Director de la Facultad de Derecho Luis Gerardo Aldaco Ortega suple al Juan Mario Solís Delgadillo, lo que supondría que éste debería solicitar una licencia por un semestre, misma que debería estar y constar por escrito y autorizada según la normativa de la UASLP por el rector o el jefe de recursos humanos o su equivalente.

b) Que le informaron que el semestre enero-agosto 2017 dos mil diecisiete continúa como profesor y que de eso se desprendía que el permiso o licencia de Juan Mario Solís Delgadillo debió solicitar licencia por un año y que aún debería estar autorizada y que ello significaba un documento.


En efecto, de esos motivos de inconformidad el recurrente se inconforma sobre situaciones que, incluso no fueron materia de la solicitud de acceso a la información pública –sin que se entiende que en este agravio amplia su solicitud de acceso a la información pública, ya que este tema fue visto en el apartado de las causales de improcedencia alagadas por el sujeto obligado– esto es, sobre cuestiones, en primera, de información que no solicitó ya que él pidió un proceso de selección y el agravio hace referencias a la licencia que de acuerdo a él, debe tener Juan Mario Solís Delgadillo para ausentarse y, en segunda, porque el sujeto obligado en su respuesta no mencionó esa licencia, esto es, no expresó que  Juan Mario Solís Delgadillo tuviese licencia. Además de que, el recurrente establece situaciones hipotéticas que nada tienen que ver con lo que es materia de la solicitud de acceso a la información pública, esto es, que ante la respuesta el recurrente aduce que debe de existir una información –que no pidió– y que ésta debe de ser de cual o tal manera mediante una serie de requisitos.


Por lo anterior, el recurrente se inconforma sobre información que no pidió en su solicitud de acceso a la información pública y que tampoco fue mencionada en la respuesta, con la circunstancia de que, en sus agravios tampoco solicita el documento que él dice que debe de existir, como es la licencia.


Por ende, para que proceda el recurso debe de atenderse a lo solicitado y, de ahí partir, es decir, que de lo que le respondan sobre la información, empero no como en este caso, que se parte de situaciones hipotéticas precisamente para que proceda el recurso en términos del citado artículo 167
 de la Ley de Transparencia, ya que el recurrente en las manifestaciones vistas no se inconforma por la clasificación de la información, la declaración de inexistencia de la información, la declaración de incompetencia por el sujeto obligado, que la entrega de información sea incompleta, que no corresponda con lo solicitado, la falta de respuesta a su solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley, la notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad, formato distinto, incomprensible o no accesible al solicitado, los costos o tiempos de entrega de la información, la  falta de trámite a una solicitud, la negativa a permitir la consulta directa de la información, la falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o orientación a un trámite específico. Por tanto, esa procedencia debe de ser sobre información que pidió desde un inicio, lo que no es caso, pues se reitera, el solicitante no amplia su solicitud de acceso a la información pública, sino que dice que debe de haber una información y que ésta debe de ser o tal manera.

Por ello, si el legislador estableció la procedencia del recurso de revisión y, para ello mencionó los supuestos de ésta en el artículo 167 de la Ley de Transparencia, está claro que al inconformarse como ahora lo hace el recurrente, lo procedente es que esta Comisión de Transparencia, al actualizarse la causa prevista del artículo citado sobresee el presente recurso en esa parte.


OCTAVO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada, por lo tanto, al no haber causal de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado,  se analiza el fondo de la cuestión planteada.

NOVENO. Estudio de los agravios.

9.1. Agravios.

El recurrente expresó como motivo de inconformidad que pese a que como le señalaron la invitación a Luis Gerardo Aldaco Ortega era verbal y le reiteraron que no existía documentación, es decir que la UASLP contrataba profesores de forma verbal y sin integrar un expediente.

9.1.1. Agravio fundado.

Es fundado lo alegado por el recurrente.


Ahora, para poder determinar lo anterior, es indispensable citar lo que el sujeto obligado alegó en su informe y que fue como sigue:
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4.~ Un profesor puede no impartir materias en la forma en que lo viene
realizando por distintos motivos. Se sefiala como ejemplo de forma
enunciativa, mas no limitativa, que pueden ser permiso, licencia,
suplencias, asignaciones encomendadas, comisiones, etc, por lo que el
solicitante solo supone que deberfa solicitarse licencia, no siendo el caso.

5.- Es importante sefialar que el peticionario realiza en su solicitud una
serie de disyuntivas, mediante la cual refiere “... Y SI ES EL CASO SENALE EL
DIRECTOR DE LA FACULTAD, EL RECTOR O CUALQUIER RESPONSABLE DE
SENALAR POR QUE NO EXISTE DOCUMENTACION PARA QUE ALDACO ORTEGA

IMPARTA CLASES.”, cuestion por la cual se le informo respecto al mismo.

6.- Conforme a lo anterior, no se realizd trémite ante las oficinas
administrativas.

7.- No existe documentacién en virtud de invitarlo de forma verbal, lo
anterior, en conformidad a los articulos 5 y 8 del Reglamento del Persona
Académico de la Universidad, los cuales refieren la figura de profesor
visitante y en cuanto a la asignacion de la materia, esta encuentra su
fundamento en el articulo 8 del mismo, los cuales sefialan:

ARTECULO 5o.- Los profesores o investigadores podrén ser ordinarios, visitantes,
extraordinarios o eméritos.

ARTICULO 8o.- Dentro de las funciones correspondientes a la categoria o nive,
del personal académico, los directores respectivos asignarén las tareas que cada
técnico, profesor o investigador deba desempefiar, de acuerdo a los planes y
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programas institucionales sin perjuicio de la condicién laboral de aquéllos y
considerando las necesidades para desarrollar las labores universitarias dentro de
los planes interdisciplinarios que quedaren a cargo de las diferentes entidades
académicas o administrativas. Para los efectos de este Reglamento, la mencién de
Instituto se entiende para los no adscritos a determinada facultad, escuela o
unidad académica multidisciplinaria.

Conforme a lo anterior, se informé los motivos por las cuales el Lic. Luis
Gerardo Aldaco Ortega imparte la materia referida en conformidad a los
articulos 5y 8 del Reglamento del Personal Académico de la Universidad,
asi como las circunstancias por las cuales no existe documentacién,
resultando aplicable el acuerdo nimero 7- 2010 emitido por el Instituto Federal
de Acceso a la Informacion Publica y Proteccién de Datos Personales, actualmente
INAI, el cual refiere: “No serd necesario que el Comité de Informacion declare
formalmente Ia inexistencia, cuando del anélisis a Ja normatividad aplicable no se

desprenda obligacién alguna de contar con fa informacién solicitada ni se advierta
algan otro elemento de conviccién que apunte a su existencia.”,





Ahora, esas manifestaciones del sujeto obligado son infundadas.

Por lo tanto, esta Comisión de Transparencia de manera conjunta analiza el agravio del recurrente y, a la vez hace el estudio del porqué las alegaciones del sujeto obligado son infundadas, de acuerdo con lo siguiente.

Así, como quedó visto el DIRECTOR DE LA FACULTAD DE DERECHO en su respuesta mencionó que Luis Gerardo Aldaco Ortega ingresó a la facultad de derecho en calidad de profesor visitante honorifico y, el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA en sus alegaciones expresó que no existía la información porque, de acuerdo a él, el trámite sobre Luis Gerardo Aldaco Ortega no se había realizado ante las oficinas administrativas y que, por lo tanto había sido invitado de forma verbal y, para ello lo fundamentó en los artículos 5 y 8 del reglamento del personal académico de la universidad, los cuales regulaban la figura de profesor visitante y citó el criterio 7-10 del ahora Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.


Por lo cual, en esencia existen dos cuestiones fundamentales que se desprenden de lo anterior, es decir, sobre Luis Gerardo Aldaco respecto a su ingreso a la Faculta de Derecho en suplencia interina de Juan Mario Solís Delgadillo respecto de la materia Teoría General del Estado.
1. Que el DIRECTOR DE LA FACULTAD DE DERECHO era visitante honorifico y.
2. Que en virtud de que no se había hecho el trámite administrativo –el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA no dijo ante qué instancia–  había sido invitado de forma verbal de acuerdo con los artículos 5 y 8 del reglamento del personal académico de la universidad.


De lo anterior, es incorrecto, porque en el caso, sí hay obligación de documentar lo correspondiente a la persona que se trata y, el lugar que ocupa actualmente.


Lo expuesto es porque, los artículos 18, 19 y 20 de la Ley de Transparencia que refieren que:
ARTÍCULO 18. Los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones.
ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.
En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.
ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Esto es, que si la información que le fue solicitada deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, se presume que la misma debe de existir o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

Lo anterior es para no dejar a duda alguna si la información que le es solicitada la debe de poseer o no.


Asimismo, la Ley de Archivos del Estado que le es aplicable al sujeto obligado en términos del artículo 8° primer párrafo
, obliga a documentar a aquél todo acto, de acuerdo con los artículos 4°, 6, fracción II, 7°, fracciones I, IV, V, VII y XIII  refieren que:
ARTÍCULO 4°. Los archivos se consideran esenciales para el ejercicio de la función pública, y representan la memoria de la actividad de un pueblo o una nación, y por tanto es responsabilidad de cada sujeto obligado mantener organizados los documentos para su fácil localización, consulta y reproducción, haciendo uso de métodos y técnicas archivísticas para la sistematización de la información, así como el uso de nuevas tecnologías aplicables en la administración de documentos.
ARTÍCULO 6º. Los objetivos específicos de esta Ley son:
[…]
II. Contribuir a la eficiencia administrativa, la correcta gestión gubernamental y el avance institucional; 
ARTÍCULO 7º. Para los efectos de la presente Ley, se entenderá por: 
I. Acervo documental: Conjunto de documentos, sea cual fuere su forma y soporte material, producidos o recibidos por una persona física o jurídica, o por un organismo público o privado en el ejercicio de sus funciones o actividades;
[…]
IV. Archivo: Conjunto orgánico de documentos en cualquier soporte que son producidos o recibidos por los sujetos obligados o los particulares en el ejercicio de sus atribuciones o en el desarrollo de sus actividades; 
V. Archivo administrativo: Conjunto orgánico de documentos que permite la correcta administración de documentos en posesión de los sujetos obligados; 
[…]
VII. Archivo de trámite: Conjunto orgánico de documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de las función pública de los sujetos obligados; 
[…]
XXIII. Documento: Registros que documentan y dan testimonio de la existencia y actividades de los sujetos obligados, y de las personas físicas o morales en el pasado o en el presente, sin excepción de su fuente de origen, tipo o fecha de elaboración. Los documentos pueden ser de cualquier medio o formato; 

Así, de esa legislación, es clara que en el sentido de que:

· Los archivos se consideran esenciales para el ejercicio de la función pública, y representan la memoria de la actividad y, por tanto es responsabilidad de cada sujeto obligado mantener organizados los documentos para su fácil localización, consulta y reproducción, haciendo uso de métodos y técnicas archivísticas para la sistematización de la información, así como el uso de nuevas tecnologías aplicables en la administración de documentos.

· Que los objetivos de la Ley de Transparencia, son, entre otros, contribuir a la eficiencia administrativa. 

· Que se entiende por acervo documental como el conjunto de documentos, sea cual fuere su forma y soporte material, producidos o recibidos por una persona física o jurídica, o por un organismo público o privado en el ejercicio de sus funciones o actividades; como archivo como el conjunto orgánico de documentos en cualquier soporte que son producidos o recibidos por los sujetos obligados o los particulares en el ejercicio de sus atribuciones o en el desarrollo de sus actividades; como archivo administrativo como el conjunto orgánico de documentos que permite la correcta administración de documentos en posesión de los sujetos obligados; como  archivo de trámite al conjunto orgánico de documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de las función pública de los sujetos obligados; por lo tanto, por  documento  se entiende como los registros que documentan y dan testimonio de la existencia y actividades de los sujetos obligados, y de las personas físicas o morales en el pasado o en el presente, sin excepción de su fuente de origen, tipo o fecha de elaboración. 

Por su parte, los artículos 1°, 2°, 4°, 5°, 8°, 20°, 21°, 24° y 25°  del Reglamento del Personal Académico de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí establecen que:

ARTÍCULO lo.- El presente Reglamento rige las relaciones que establecen y clasifican las categorías y niveles de los profesores, investigadores y técnicos académicos de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí; sus derechos y obligaciones académicas; las jornadas, actividades y funciones; y fija las bases y procedimientos para su selección, nombramiento, promoción y remoción.
ARTÍCULO 2o.- El personal académico tiene a su cargo la impartición de la enseñanza universitaria en todos sus niveles, de los planes de estudio y programas aprobados, la realización de la investigación y la difusión de la cultura, de acuerdo al contenido de los planes de estudio y programas aprobados.

ARTÍCULO 4o.- El carácter del personal académico será el de técnico académico, profesor o investigador.
ARTÍCULO 5o.- Los profesores o investigadores podrán ser ordinarios, visitantes, extraordinarios o eméritos.
ARTÍCULO 8o.- Dentro de las funciones correspondientes a la categoría o nivel del personal académico, los directores respectivos asignarán las tareas que cada técnico, profesor o investigador deba desempeñar, de acuerdo a los planes y programas institucionales sin perjuicio de la condición laboral de aquéllos y considerando las necesidades para desarrollar las labores universitarias dentro de los planes interdisciplinarios que quedaren a cargo de las diferentes entidades académicas o administrativas. Para los efectos de este Reglamento, la mención de Instituto se entiende para los no adscritos a determinada facultad, escuela o unidad académica multidisciplinaria.
ARTÍCULO 20o.- Son profesores o investigadores ordinarios quienes desempeñan labores normales y permanentes de docencia o investigación.
ARTÍCULO 21o.- Se considerarán profesores o investigadores visitantes quienes provengan de otras instituciones educativas para desempeñar funciones académicas específicas y temporales y su relación con la Universidad quedará sujeta al convenio respectivo.

ARTÍCULO 24o.- Los profesores ordinarios podrán ser de asignatura o de carrera. Los investigadores serán siempre de carrera.
ARTÍCULO 25o.- Para fines estrictamente honoríficos y en atención a sus méritos universitarios y académicos, los profesores podrán ser designados encargados de cátedra cuando se les encomiende en definitiva la docencia de determinada asignatura; o profesores titulares cuando hayan desempeñado una misma cátedra por más de cinco periodos lectivos; y se designará decano al profesor titular que cuente con más antigüedad en cada cátedra.

Por ende, de esas disposiciones se advierte que:

· Clasifica las categorías y niveles de los profesores, las jornadas, actividades y funciones y fija las bases y procedimientos para su selección, nombramiento, promoción y remoción.
· El personal académico tiene a su cargo la impartición de la enseñanza universitaria en todos sus niveles, de los planes de estudio y programas aprobados, la realización de la investigación y la difusión de la cultura, de acuerdo al contenido de los planes de estudio y programas aprobados.

· El carácter del personal académico será el de profesor.

· Los profesores podrán ser ordinarios, visitantes, extraordinarios o eméritos.

· Dentro de las funciones correspondientes a la categoría o nivel del personal académico, los directores respectivos asignarán las tareas que cada, profesor deba desempeñar, de acuerdo a los planes y programas institucionales sin perjuicio de la condición laboral de aquéllos y considerando las necesidades para desarrollar las labores universitarias dentro de los planes interdisciplinarios que quedaren a cargo de las diferentes entidades académicas o administrativas. 
· Son profesores ordinarios quienes desempeñan labores normales y permanentes de docencia.

· Se considerarán profesores visitantes quienes provengan de otras instituciones educativas para desempeñar funciones académicas específicas y temporales y su relación con la Universidad quedará sujeta al convenio respectivo.

· Los profesores ordinarios podrán ser de asignatura o de carrera. 
· Para fines estrictamente honoríficos y en atención a sus méritos universitarios y académicos, los profesores podrán ser designados encargados de cátedra cuando se les encomiende en definitiva la docencia de determinada asignatura; o profesores titulares cuando hayan desempeñado una misma cátedra por más de cinco periodos lectivos; y se designará decano al profesor titular que cuente con más antigüedad en cada cátedra.


De lo anterior es dable concluir que:


1. Dentro del Reglamento del Personal Académico de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí no se advierte que exista la figura de profesor visitante honorifico.

Esto es,  el DIRECTOR DE LA FACULTA DE DERECHO en su respuesta no fundó su determinación, es decir, que no citó el artículo o precepto que estipule que existe la calidad de profesor visitante honorifico.


Lo anterior es porque ya que quedó visto que, aunque existe la calidad de profesor visitante, éste se refiere a quienes provengan de otras instituciones educativas para desempeñar funciones académicas específicas y temporales y su relación con la Universidad quedará sujeta al convenio respectivo.

Es decir, que aún en la calidad de profesor visitante debe de existir un convenio.


Además, el artículo 25° del reglamento citado, establece quiénes tienen la cualidad de honoríficos y que es en atención a sus méritos universitarios y académicos, por lo que los profesores podrán ser designados encargados de cátedra cuando se les encomiende en definitiva la docencia de determinada asignatura.


2. Porque, a pesar de que el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA en sus alegaciones expresó que  no se había hecho el trámite administrativo había sido invitado de forma verbal de acuerdo con los artículos 5° y° 8 del reglamento del personal académico de la universidad, ello no exime al responsable de generar algún documento en donde se establezca el ingreso de los profesores a la Faculta de Derecho de la UASLP en virtud de que, como quedó visto, por más que el artículo 8° del Reglamento del Personal Académico de la Universidad Autónoma de San Luis Potosí faculte a los directores a asignar tareas, en el caso de los profesores, en ninguna parte establece que las mismas deban de ser de forma verbal, por el contrario, como se ha visto también y de acuerdo al citado reglamento debe de haber condiciones labores o mediante convenio, máxime que, como también ha quedado visto en la Ley de Archivos del Estado, los actos deben de estar documentados.

Es por tanto que el criterio que el sujeto obligado citó en su informe y que es el 7/2010
 del INAI, en el caso no resulta aplicable, porque, por un lado, ninguna de los sujetos obligados expresamente manifestaron que esa información no existía y, porque en todo caso para aplicar el citado criterio, debieron en todo caso, ser las áreas, oficinas o personas competentes para manifestarlo, esto es, que el DIRECTOR DE LA FACULTA DE DERECHO, al dar su respuesta se hubiese apoyado con algún documento del área que se encarga de llevar el registro de los profesores de esa facultad en la que manifestara que esa información en efecto es inexistente y, el  el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE INFORMACIÓN PÚBLICA tampoco dijo de forma expresa que no existe –que no es lo misma que haya dicho que el ingreso de esa persona era de forma verbal– además de que tampoco se apoyó en su respuesta con algún área, oficina o persona competente para decirlo, ya que únicamente dijo que no se había realizado el trámite ante las oficinas administrativas, sin especificar cuál trámite y ante qué oficina administrativa. Máxime que en el caso, quedó demostrado que, si hay disposiciones que regulan el ingreso de los profesores, aunque no en la forma en que los sujetos obligados lo expresaron, es por tanto que dicho criterio no es aplicable. 

Así, pues quedó demostrado que, el sujeto obligado debe de documentar todo acto que se genere de sus actividades, en el caso, sobre los profesores de la Facultad de Derecho, de ahí que, las alegaciones del sujeto obligado resultaron infundadas y, en el cambio el agravio resultó fundado, puesto que en el caso hay obligación de documentar el ingreso de los profesores a la Faculta de Derecho mediante cuestiones labores, convenios o cualquiera que sea su denominación en virtud de que los directores, al menos en el reglamento, no tiene la atribución sobre esos supuestos de hacer encargos verbales.  

9.2. Inexistencia de la información.


Ahora bien, a juicio de esta Comisión de Transparencia el sujeto obligado debe de justificar la inexistencia de la información ya que la Ley de Transparencia debe de seguir el procedimiento de forma rigorosa para declarar la inexistencia de la información de acuerdo con los artículos 19, 52, fracciones II y III, 160, fracciones I, II y III y 161, de la Ley de Transparencia que establecen lo siguiente:

ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados.

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.

ARTÍCULO 52. Cada Comité de Transparencia tendrá las siguientes funciones:

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las acciones y los procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las solicitudes en materia de acceso a la información;

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados;

III. Ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones;

ARTÍCULO 160. Cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

I. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información;

II. Expedirá una resolución que confirme la inexistencia del Documento;

III. Ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia, y

ARTÍCULO 161. La resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.

Dichos preceptos son claros al referir que, como ya también se ha mencionado, se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados y que en caso de que lo anterior no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia.


Por ende, cada Comité de Transparencia del sujeto obligado tiene la función de confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de declaración de inexistencia realicen los titulares de las áreas de los sujetos obligados, para ordenar, en su caso, a las áreas competentes que generen la información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones.


De ahí que, cuando la información no se encuentre en los archivos del sujeto obligado, el Comité de Transparencia:

a. Analizará el caso y tomará las medidas necesarias para localizar la información.

b.  En caso de no lograr lo anterior, expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

c. Y, ordenará, siempre que sea materialmente posible, que se genere o se reponga la información en caso de que ésta tuviera que existir en la medida que deriva del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones, o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular no ejerció dichas facultades, competencias o funciones, lo cual notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.

d.  Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.


Lo anterior quedó evidenciado que no se llevó a cabo.


Por ende, mientras tanto no se demuestre la inexistencia de la información solicitada, mediante el procedimiento respectivo por el Comité de Transparencia, se presume que la misma debe de existir y, por ende entregarse.

9.3. Modalidad de entrega.


Sobre este tópico los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:

ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos.
ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 
[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…


Por eso, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega ya que de no ser así, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

Y que por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.

De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. 

En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y, si éste presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.


Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.


Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado.


Además, de que sólo en caso de que la autoridad no tenga la información en la modalidad solicitada, entonces debe pronunciarse sobre la imposición del artículo 165
, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia, que le impone la obligación de que, en caso de no poder entregar la información en la modalidad solicitada, entonces debe de expresar en su respuesta que la información va a ser entregada, sin costo –cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples, esto es, las primeras veinte hojas era de forma gratuita, ello para garantizar el acceso a la información en cuanto al principio de gratuidad– siempre y cuando no contenga datos confidenciales.

Por esa razón como regla debe de entregar la información en la modalidad en que fue solicitada y, como excepción en el estado en que se encuentre, de forma gratuita las primeras veinte fojas con la condicionante de que no contenga datos confidenciales, por lo que los efectos de esta determinación, este órgano colegiado los precisará más adelante.


9.4. Sentido y efectos de la resolución.
En las condiciones anotadas y, al haber prosperado el agravio que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este órgano colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado modifica la respuesta proporcionada por los entes obligados y, por lo tanto los conmina a que emita otra respuesta en la que:

· Permita el acceso a los documentos en donde se contenga lo referente al concurso por oposición para ocupar la plaza como maestro de Luis Gerardo Aldaco Ortega o en su caso la documentación referente al proceso de selección del mismo para impartir clases en la Facultad de Derecho de agosto a diciembre 2016 dos mil dieciséis y de enero a julio 2017 de dos mil diecisiete. 


9.5. Precisiones de esta resolución.


De conformidad con la última parte del artículo 176 de la Ley de Transparencia está Comisión de Transparencia establece los siguientes términos para el cumplimiento de la resolución.


9.5.1. En caso de que, el sujeto obligado no puede entregar la información ordenada en la modalidad electrónica, entonces deberá:

a.  Fundar y motivar el porqué no la pone a disposición del solicitante la información que éste solicitó en la modalidad pedida.

b.  Explicar si hay o no, alguna disposición que obligue a la autoridad a conserva en sus archivos de manera electrónica la información.

c. Exponer las razones del porqué, aún cuando la tenga de manera física no le puede enviar la información de manera electrónica, esto es, justificar su imposibilidad de enviarla por ese medio.

d. Expresar que hará entrega de la información de manera gratuita sobre la reproducción de las primeras veinte fojas –siempre y cuando no contenga datos confidenciales–.

e. Establecer más opciones –fuera de la consulta física de manera directa– del cómo puede el solicitante acceder a la información, esto es, cualquier otro medio e indicarle, en su caso:


e. 1) Los costos de reproducción sobre el excedente de las 
primeras veinte fojas que son gratuitas –con la excepción 
dicha–.


e.  2) Los costos de envío.


e. 3) La cuenta bancaria en donde puede realizar dichos 
pagos.


e.  4) De cuántas fojas constan los documentos.


e. 5) En la medida de lo posible, los tiempos de 
reproducción –una vez que ha realizado el pago de la 
reproducción– y los tiempos de entrega.

e. 6) Informarse con el solicitante y, a través del correo electrónico de éste, si reside en la capital, estado, país o en dónde reside, ello para facilitar la entrega de la información, previo pago, así como los costos de mensajería y paquetería.


e. 7) Así como todos aquéllos elementos y circunstancias 
en el que solicitante pudiese tener para poder acceder a la 
información.


9.5.2. Precisiones en caso de declaración de inexistencia de la información.

9.5.2.1. Que el Comité de Información analice el caso y tome las medidas necesarias para localizar la información.

9.5.2.2. En caso de no lograr lo anterior, el Comité de Información expedirá una resolución que confirme la inexistencia del documento.

9.5.2.3. El Comité de Información exponga de forma fundada y motivada, las razones por las cuales en el caso particular quien tenía obligación de generar la información no ejerció dichas facultades, competencias o funciones.

9.5.2.4. El Comité de Información deberá de acreditar que hizo una búsqueda exhaustiva a sus áreas, direcciones, oficinas o servidor público en donde conste las manifestaciones de éstos y, se identifique además el nombre del servidor o servidores públicos.

9.5.2.5. La resolución de inexistencia de la información la notificará al solicitante a través de la Unidad de Transparencia.


 Que la resolución del Comité de Transparencia que confirme la inexistencia de la información solicitada contendrá los elementos mínimos que permitan al solicitante tener la certeza de que se utilizó un criterio de búsqueda exhaustivo, además de señalar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron la inexistencia en cuestión y señalará al servidor público responsable de contar con la misma.


9.6. Plazo de diez días para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

9.7. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

9.8. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, se le impondrá las medidas de apremio previstas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  


Medios de impugnación.


Por último, de conformidad con el artículo 159 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública mediante la presente resolución se hace del conocimiento a la parte recurrente que en contra de la presente determinación puede acudir ante el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales o ante el Poder Judicial de la Federación.

RESOLUTIVOS 

Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

PRIMERO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública sobresee una parte del recurso por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando séptimo de la presente resolución.

SEGUNDO. Esta Comisión Estatal de Garantía y Acceso a la Información Pública modifica el acto impugnado por los fundamentos y las razones desarrolladas en el considerando noveno de la presente resolución.

Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el último de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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*ESTAS FIRMAS PERTENECEN A LA RESOLUCIÓN DE LA REVISIÓN 292/2017-1 QUE FUE INTERPUESTA EN CONTRA DE LA UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRAS AUTORIDADES Y QUE FUE APROBADA EN LA SESIÓN  EXTRAORDINARIA DEL  21 VEINTIUNO DE AGOSTO DE 2017 DOS MIL DIECISIETE.

L/OVD. 
� Visible en la foja 1 de autos. 


� Visible en las fojas 4 y 5 de autos.


� ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando: […] VIII. El recurrente amplíe su solicitud en el recurso de revisión, únicamente respecto de los nuevos contenidos.


� ARTÍCULO 179. El recurso será desechado por improcedente cuando: […] VI. Se impugne la veracidad de la información proporcionada;


� ARTÍCULO 167. El recurso de revisión procederá en contra de: I. La clasificación de la información;  II. La declaración de inexistencia de información;  III. La declaración de incompetencia por el sujeto obligado;  IV. La entrega de información incompleta;  V. La entrega de información que no corresponda con lo solicitado; VI. La falta de respuesta a una solicitud de acceso a la información dentro de los plazos establecidos en la ley;  VII. La notificación, entrega o puesta a disposición de información en una modalidad o formato distinto al solicitado;  VIII. La entrega o puesta a disposición de información en un formato incomprensible y/o no accesible para el solicitante;  IX. Los costos o tiempos de entrega de la información;  X. La falta de trámite a una solicitud;  XI. La negativa a permitir la consulta directa de la información;  XII. La falta, deficiencia o insuficiencia de la fundamentación y/o motivación en la respuesta, o  XIII. La orientación a un trámite específico.  La respuesta que den los sujetos obligados derivada de la resolución a un recurso de revisión que proceda por las causales señaladas en las fracciones III, VI, VIII, IX, X y XI es susceptible de ser impugnada de nueva cuenta, mediante recurso de revisión, ante la CEGAIP.


� ARTÍCULO 8º. Para efectos de esta Ley se consideran sujetos obligados, los poderes del Estado, los ayuntamientos, las instituciones, dependencias, entidades, órganos y organismos de las administraciones públicas centralizada, paraestatal y paramunicipal del Estado y de los municipios, los organismos constitucionales autónomos y los organismos con autonomía legal…


� No será necesario que el Comité de Información declare formalmente la inexistencia, cuando del análisis a la normatividad aplicable no se desprenda obligación alguna de contar con la información solicitada ni se advierta algún otro elemento de convicción que apunte a su existencia. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental y su Reglamento prevén un procedimiento a seguir para declarar formalmente la inexistencia por parte de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal. Éste implica, entre otras cosas, que los Comités de Información confirmen la inexistencia manifestada por las unidades administrativas competentes que hubiesen realizado la búsqueda de la información que se solicitó. No obstante lo anterior, existen situaciones en las que, por una parte al analizar la normatividad aplicable a la materia de la solicitud, no se advierte obligación alguna por parte de las dependencias y entidades de contar con la información y, por otra, no se tienen suficientes elementos de convicción que permitan suponer que ésta existe. En estos casos, se considera que no es necesario que el Comité de Información declare formalmente la inexistencia de los documentos requeridos.


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.


� ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: I. El costo de los materiales utilizados en la reproducción de la información; II. El costo de envío, en su caso, y III. El pago de la certificación de los Documentos, cuando proceda. --Tratándose de la reproducción en medios magnéticos, si el solicitante aporta el medio en el que será almacenada la información, la reproducción será totalmente gratuita.--Los sujetos obligados llevarán a cabo la reproducción y/o envío de la información solicitada, previo pago de los derechos correspondientes. --La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante.


Ante la falta de respuesta a una solicitud en el plazo previsto y en caso de que proceda el acceso, los costos de reproducción y envío correrán a cargo del sujeto obligado.





